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MANIFIESTA - SOLICITA 

 

Sr. Juez: 

 

 Estela Barnes de Carlotto, en su carácter de presidenta de la Asociación Civil Abuelas de 

Plaza de Mayo, parte querellante, con el patrocinio letrado de Luciano Hazan (Tº 104, Fº 661 

CFASM) y Alan Iud (Tº 104 Fº 757 del CFASM), manteniendo el domicilio constituido, en la causa 

nro. 2270., caratulada: “Barnes de Carlotto, Estela en representación de la Asoc. Abuelas de Plaza 

de Mayo. Su denuncia”, nos presentamos y decimos: 

 
I. OBJETO. 
 
 Venimos a brindar mayores precisiones en torno a la denuncia oportunamente realizada 

por esta Asociación, a través de su presidenta Estela Barnes de Carlotto, en torno a los hechos que 

se investigan en esta causa. Asimismo, venimos a solicitar un nuevo peritaje genético tal como se 

explicita en los puntos V y VI. 

 

II. LA DENUNCIA ORIGINAL. ABUELAS QUE BUSCAN A SUS NIETOS Y FAMILIAS 

QUERELLANTES: UNA NECESARIA DISTINCIÓN. 

 

Estas actuaciones se iniciaron a raíz de la presentación de Estela Barnes de Carlotto, que 

luce a fs. 5, en la cual se señaló que en Abuelas de Plaza de Mayo se habían recibido denuncias que 

indicaban que Marcela y Felipe Noble Herrera podrían ser niños sustraídos ilegítimamente de sus 

padres durante la dictadura militar, es decir, hijos de personas desaparecidas forzadamente. A fs. 

11, la representante del Ministerio Público Fiscal instó la acción penal pública, remitiéndose a 

dicha denuncia. 

Luego, en respuesta a un oficio librado por el juez instructor, Abuelas de Plaza de Mayo 

(por intermedio de su Vicepresidenta, Rosa T. de Roisinblit, a fs. 158) informó cuáles eran “los 

grupos familiares que reclaman a menores sustraídos o nacidos en cautiverio durante el año 1976, 

presuntos hijos de víctimas de desaparición forzada de personas, cuyos familiares biológicos 

concurrieron al Banco Nacional de Datos Genéticos”, con la siguiente lista: 

Niños secuestrados: 

1. Carlos Osvaldo Woodley. 
2. Pablo Germán Atanasio Laschan. 
3. Marcos Suarez. 
4. Horacio Pietragalla. 
5. Matilde Lanuscou. 
6. Simón Antonio Gatti Méndez. 
7. Clara Anahí Mariani. 
8. Rebeca Celina Manrique. 

 
Nacidos en cautiverio: 

1. Grupo familiar Jeger – González. 
2. Grupo familiar Patiño – Moavro. 
3. Grupo familiar García – Gualdero. 
4. Grupo familiar Orozco – Parodi. 
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5. Grupo familiar D´Ambra. 
6. Grupo familiar Santucho – Delfino. 
7. Grupo familiar Martines – Neuhaus. 
8. Grupo familiar Zalazar – Peralta. 
9. Grupo familiar Klotzman – Barral. 
10. Grupo familiar Menna – Lanzillotto. 
11. Grupo familiar Araldi – Oesterheld. 
12. Grupo familiar Tapia Contardo – Chelpa. 
13. Grupo familiar Jerez Borderau – Huarte. 
14. Grupo familiar Amarilla – Benítez. 
15. Grupo familiar Cena – La Spina. 
16. Grupo familiar Fina – Carlucci. 
17. Grupo familiar Urra – Ossola. 
18. Grupo familiar Grandi – Cournu. 
19. Grupo familiar Galizzi – Baravalle. 
20. Grupo familiar Gutiérrez – Acuña. 
21. Grupo familiar Iurmussi – Lizarraga. 
22. Grupo familiar Repeteur – Carriquiriborde. 
23. Grupo familiar Ogando – Montesano. 

 

Paralelamente, dos miembros de esas familias decidieron presentarse como parte 

querellante, ante la posibilidad de que Marcela y Felipe sean sus parientes. Como se sabe, se trata 

de Estela Gualdero (quien se presentó a fs. 464 y fue tenida como querellante a fs. 467) y María 

Amelia Herrera Miranda (se presentó a fs. 1415), quien ante su fallecimiento fue sustituida por 

Carlos Alberto Miranda. 

 

Aquí corresponde realizar una importante aclaración: el hecho de que miembros de esas 

familias decidieran presentarse como querellantes no puede interpretarse como elemento para 

descartar que Marcela y Felipe guarden en verdad vínculo biológico con otras de las familias que 

recurrieron a Abuelas de Plaza de Mayo para encontrar a sus nietos. Es decir, que una o dos 

familias sean querellantes no autoriza a ceñir esta investigación penal a esos casos en particular, 

especialmente considerando que: 1) la acción penal pública fue instada de una forma mucho más 

genérica, sin limitarla a ningún caso de niño desaparecido en particular; 2) la hipótesis contenida 

en dicho requerimiento de instrucción es que Marcela y Felipe serían hijos de desaparecidos, es 

decir que estaríamos frente a un gravísimo crimen de lesa humanidad, a cuya investigación y 

sanción el Estado se ha obligado internacionalmente; 3) la presentación como parte querellante 

solo tiene relación con la legitimación procesal de una persona para constituirse en parte en el 

proceso, pero no define el hecho a investigar, que está delimitado por el requerimiento de 

instrucción. 

 

Esta distinción es de suma trascendencia porque, como es sabido, V.S. ordenó la 

realización de un examen de ADN en el Cuerpo Médico Forense para verificar si Marcela y Felipe 

guardan vínculo biológico con esas dos familias. Más allá de las discusiones que se dieron en torno 

a esta medida (todas ellas previas a la presentación de esta Asociación como querellante), es claro 

que solo un resultado positivo de tal examen puede resultar concluyente para la investigación. 

Aporta claridad sobre este punto la investigación hasta aquí desarrollada, en la cual se han 

acreditado diversos hechos relevantes para la hipótesis investigativa. 
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III. EL DESARROLLO DE LA INVESTIGACIÓN. 

 

 Con el desarrollo de la investigación, se fueron recolectando elementos que evidencian 

irregularidades en el procedimiento de adopción de Marcela y Felipe. Estos hechos resultan 

relevantes para el objeto de la causa, con independencia de su reprochabilidad a Herrera de Noble.  

 

 Así, se constató que el expediente de adopción de Marcela, que tramitó en el Tribunal de 

Menores Nº 1 del Departamento Judicial de San Isidro bajo el número 7308/76, se formó a raíz de 

la declaración prestada por Ernestina Herrera de Noble el 13 de mayo de 1976, oportunidad en la 

que dijo que “el día 2 del actual, en horas de la mañana, sintió llorar en la puerta de su casa a un 

bebé. Que la mencionada criatura se hallaba dentro de una caja de cartón y era de sexo femenino. 

Que la dicente la recogió y mantuvo a la niña en su hogar por varios días, esperando si se 

presentaban a reclamarla. Que no habiéndolo hecho nadie, decidió presentarse ante el Tribunal, 

por considerar que debía efectuar la denuncia ante los estrados de la Justicia. Que inmediatamente 

llevó a la niña a un médico pediatra de confianza, acompañada de la Sra. Yolanda Echagüe de 

Aragón, domiciliada en la casa vecina, quien también descubrió a la criatura en el lugar en que fue 

dejada. Que asimismo, presenció el hecho, el Sr. Roberto García, cuidador de la finca vecina” (fs. 

93). Luego, la señora Herrera de Noble pidió la guarda de la niña con fines de ulterior adopción.  

 

Sin embargo, se constató que esas personas no habían sido testigos del “hallazgo” de la 

niña. Así, Yolanda Echagüe de Aragón declaró que “Supo por su vecina, la Sra. de Noble, que le 

habían dejado en la puerta una criatura de sexo femenino, la que fue llevada al médico por dicha 

señora para comprobar su estado de salud” (fs. 101). Y Roberto Antonio García, de quien se supo 

que en realidad era su chofer personal, empleado de Clarín, dejó en claro que “se enteró por 

comentarios que la Sra. Herrera de Noble había hallado en la puerta de su casa, en una caja, a 

una criatura, pero nunca presenció su descubrimiento” (fs. 362vta.). Por otro lado, con el 

desarrollo de esta investigación se pudo corroborar que ni Yolanda Echagüe de Aragón ni Roberto 

Antonio García vivían en San Isidro: la primera residía en Acassusso (c.fr. declaración de Eugeni 

Duro Aragón de fs. 1392/3) y el segundo lo hacía en Ciudadela (cfr. su propia declaración de fs. 

362/3). 

 

En cuanto al expediente de adopción de Felipe (que tramitó en el mismo juzgado bajo el 

N° 9149/76), ya desde su comienzo se observa una manifiesta irregularidad: se inició el 7 de julio 

de 1976 por la comparecencia ante el Tribunal de Menores de quien dijo llamarse Carmen Luisa 

Delta (C.I. N° 5.847.175, sobrescrito el N° 5.841.175) y tener “la intención de entregar a su hijo 

con fines de adopción” (fs. 52). Pues bien, la  investigación verificó que ambos números de cédula 

de identidad correspondían a dos varones (fs. 258 y 323) y que en el Registro Nacional de las 

Personas: “no se registran antecedentes identificatorios de persona bajo el nombre de DELTA, 
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Carmen Luisa” (fs. 357). Tal como sostuvo el Dr. Mansur en la resolución de la CFASM del 

30/09/04, “concretamente, se trata de una identificación falsa, indicativa de que la mujer que 

entregara a ese niño bien pudo haber mentido sobre su maternidad como lo hizo con su propia 

identidad”. 

 

 Por otro lado, del análisis de la investigación también se puede concluir que la adoptante 

denunció un domicilio distinto al que efectivamente tenía, al efecto de que los expedientes 

quedaran radicados en los tribunales de San Isidro y que fuera esta jurisdicción donde se otorgara 

la guarda de los menores (art. 10, inc. a, de la ley 19.134, que dispone que en el juicio de adopción 

“la acción debe interponerse ante el juez o tribunal del domicilio del adoptante, o del lugar donde 

se otorgó la guarda”). Es que la señora Herrera de Noble interpuso la acción con un domicilio 

correspondiente a la jurisdicción del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 6 de 

San Isidro (fs. 53, 93 y 181), a pesar de que en realidad vivía desde hacía varios años en su 

propiedad sita en Av. del Libertador N° 3752 de la Capital Federal (v. fs. 250 bis y 1327/1328). 

En efecto, Carlos Federico Aragón desmintió la titularidad de la Sra. de Noble sobre la propiedad 

sita en Laprida N° 2789 (ó 2775) de Las Lomas de San Isidro (según le fue atribuida por la 

asistente social en sus informes glosados a fs. 67 y 97vta.), y para avalar su dicho acompañó la 

escritura traslativa de dominio extendida a favor de sus propios padres (fs. 111/117 del “Legajo de 

actuaciones formado en la causa N° 7552/01”). Allí explica que fueron ellos quienes en varias 

temporadas le facilitaron en forma precaria su residencia a la adoptante (“...en esa época la Dra. 

de Noble vivía en Capital Federal, y que cuando dice temporadas, se refiere al término de un mes 

aproximadamente”). Asimismo, esta conclusión se ve respaldada por la declaración de su chofer 

Roberto García, quien hizo referencia a la esporádica presencia en el lugar de la Sra. Herrera de 

Noble al recordar que la misma “solía pasar unos días en un chalet en San Isidro” (fs. 363). Es 

decir que la Sra. Herrera de Noble vivía en la Capital Federal, pero invocó un domicilio en San 

Isidro, de una propiedad que no le pertenecía y que habitaba esporádicamente, presumiblemente 

al efecto de que las causas tramitaran en el Poder Judicial de San Isidro. Se trata, ni más ni menos, 

de una forma de ejecutar la práctica que hoy conocemos como “forum shopping”. 

 

 A ello debe agregarse la declaración testimonial de Rolando Juan Satchmalieff (de fs. 

505/7) y Susana Alfonso (de fs. 508/510), quienes a la fecha de los hechos investigados eran 

secretarios del Tribunal de Menores nº 1 de San Isidro (de las Sec. nº 1 y nº 2 respectivamente). 

Ambos declarantes aseguraron que los turnos de los tribunales de menores eran distribuidos 

mensualmente por la Corte Suprema de Justicia. Alfonso, además especificó que “en la época 

existían tres Tribunales de Menores en San Isidro. Que los turnos eran distribuidos mensualmente, 

entre esos juzgados. Que por ejemplo si una persona iba a renunciar a su hijo, debía de presentarse 

en el tribunal que estuviera de turno en ese momento”. Pues bien, si existían tres tribunales de 

menores, y debiendo tanto el caso del Marcela como el de Felipe ser asignados al Tribunal de 

turno, se torna evidente que al menos uno de ellos fue incorporado al Tribunal de Menores nº 1 en 

forma irregular, por cuanto dicho Tribunal no pudo estar de turno en mayo (mes en que Ernestina 
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Herrera de Noble se presentó afirmando haber “encontrado” a una niña en la puerta de su casa) y 

julio (mes en que pretendidamente se presentó “Carmen Luisa Delta” afirmando que había dado a 

luz a un niño a quien quería dar en adopción) de un mismo año: habiendo tres tribunales, y siendo 

la asignación de turnos mensual, es evidente que el tribunal que estuvo de turno en mayo recién 

volvía al turno en agosto. Y esa hipótesis se encuentra rotundamente confirmada a fs. 1241/50: en 

julio de 1976, en la justicia de Menores de San Isidro, se encontraba de turno el Tribunal nº 3. 

 

 Por otro lado, en ninguno de los expedientes de guarda y de adopción se acreditaron las 

afirmaciones realizadas por Ernestina Herrera de Noble (en torno al “hallazgo” de una niña en la 

puerta de su casa) y la supuesta “Carmen Luisa Delta”, en relación a que ella era la madre del 

niño a quien llevaba consigo para dar en adopción.  Es decir que no se tomó ninguna medida 

destinada a acreditar que la persona que se presentó en el Tribunal con el niño efectivamente fuera 

su madre. 

 

 Asimismo, la jueza Hejt ordenó la inscripción de Marcela y de Felipe con el apellido “Noble 

Herrera”, antes de que fuera dictada la sentencia de adopción. Para ello, sostuvo que “corresponde 

inscribir el nacimiento de la causante, imponiendo el apellido de quien aspira a ser su madre 

adoptiva, sin que ello implique reconocimiento de la filiación, y que detenta una guarda 

judicialmente conferida, dándose cumplimiento con lo prescripto en los arts. 45 del Dec. Ley 

8204/63 y 76 de la ley 5725, en lo referente a la necesaria imposición de un apellido común, al 

mismo tiempo que se satisface un comprensible aspecto de sensibilidad humana, en una `cuasi 

relación materno-filial´, sin lesionar intereses de terceros, ni vulnerar ninguno de los preceptos 

jurídicos de aplicación al subjuicio.” (fs. 17/8 del expediente nº 7308, incorporada a fs. 108/9). 

Pues bien, dicho art. 45 del Dec. Ley 8204/63 se encontraba derogado por disposición expresa del 

art. 24 de la ley 18248 (B.O. el 20/04/69). Es decir que la inscripción en el Registro Civil de 

ambos niños fue con el apellido Noble Herrera se justificó en una ley derogada siete años antes. 

 

En definitiva, a lo largo de la investigación se recogieron numerosos elementos que revelan 

diferentes irregularidades en el procedimiento de adopción de Marcela y Felipe Noble Herrera. A 

saber: i. la adoptante dijo que dos personas habían visto que una beba había sido dejada en la 

puerta de su casa el 2 de mayo de 1976, pero esas dos personas desmintieron tal afirmación; ii. 

También afirmó que una de esas personas era su vecina, pero en realidad no vivía en esa localidad, 

y que la otra era el “cuidador de la finca vecina” (el Sr. Roberto García), pero se corroboró que en 

realidad se trataba de su chofer personal; iii. Quien concurrió afirmando ser la progenitora de 

quien hoy es Felipe, brindó un nombre y un número de documento que no era el suyo y no se 

intentó corroborar por ningún medio que efectivamente fuera su madre; iv. Ernestina Herrera de 

Noble dio un domicilio distinto a aquel donde tenía su residencia, cuestión decisiva para 

determinar la competencia del Tribunal interviniente; v. se omitió el sistema de turnos para que la 

guarda de Felipe quedara radicada en el mismo Tribunal que la de Marcela: vi. se los inscribió con 

el apellido “Noble Herrara” en función de una ley derogada. 
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Asimismo, también debe considerarse la declaración testimonial brindada por Héctor 

Timerman, quien afirmó que su padre le había comentado que alrededor de 1976 “encontrándose 

Herrera de Noble deprimida y resultando necesario garantizar la herencia de la nombrada, 

Frigerio tomó a su cargo la decisión de buscar descendencia y..., conseguir dos chicos que no se 

pueda rastrear su paradero; esto es no ubicables” (fs. 3429/vta.). Si bien es cierto que el declarante 

agregó que “según le comentara también su padre, quien conocía bien a Frigerio, lo consideraba 

demasiado inteligente como para quedar involucrado en casos de desaparecidos”, esto último es 

una mera conjetura de Jacobo Timerman, en tanto la primer afirmación revela un hecho por él 

conocido: que Rogelio Frigerio “tomó a su cargo la decisión de buscar descendencia y..., conseguir 

dos chicos que no se pueda rastrear su paradero; esto es no ubicables” para que fueran adoptados 

por Ernestina Herrera de Noble. 

 

Por último, un elemento que no puede ser pasado por alto es la nota de Ernestina Herrera de 

Noble publicada en el diario Clarín el 12 de enero de 2003 (es decir, cuando ya había sido 

colectada la prueba reseñada), donde literalmente dice “muchas veces he hablado con mis hijos 

sobre la posibilidad de que ellos y sus padres hayan sido víctimas de la represión ilegal” (fs. 3017). 

 

Todo esto, a la luz de la historia reciente de nuestro país (entiéndase, el terrorismo de Estado 

que imperó entre 1976 y 1983 y las masivas sustracciones de niños realizadas en ese marco), 

hacen posible pensar que Marcela y Felipe Noble Herrera sean hijos de personas detenidas-

desaparecidas durante la última dictadura militar, por cuanto: i. fueron adoptados por medio de 

un proceso plagado de irregularidades; ii. una persona vinculada a la adoptante afirmó saber que 

Frigerio había decidido buscar para la Sra. Herrera de Noble dos chicos cuyos vínculos biológicos 

no pudieran ubicarse; iii. la propia “adoptante” reconoce públicamente esta posibilidad. 

IV. LOS PLANTEOS DE LA DEFENSA Y DE MARCELA Y FELIPE. 

  

Sin embargo, con el avance de la investigación, la defensa y los jóvenes cuya identidad se 

investiga sostuvieron algunos argumentos con la finalidad de poner en crisis la hipótesis de que 

Marcela y Felipe guardaran vínculo biológico con las familias a las que pertenecen los querellantes 

Estela Gualdero y Carlos Alberto Miranda. 

  

 Así, los letrados apoderados de Marcela y Felipe Noble Herrera sostuvieron en diversas 

oportunidades (fs. 1575/83, 1897/1901, 3198/3202 vta. y 3477/83) que es imposible que la 

primera fuera Matilde Lanuscou y que el segundo sea el hijo de María del Carmen Gualdero. Así, 

al interponer el recurso extraordinario contra la resolución dictada por la Cámara Nacional de 

Casación Penal el 28 de abril de 2005, sostuvieron que “es claro que Marcela Noble jamás podría 

ser la niña desaparecida Matilde Lanuscou. Está probado en autos que esta niña estuvo bajo la 

guarda de sus padres biológicos hasta el 3 de septiembre de 1976 (ver legajos aportados por la 

CONADEP de fs. 1440/47 y 1497/1554). A su vez, por distintas evidencias y documentación 
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aportada a la causa, está probado que Marcela Noble Herrera nació en marzo de 1976 (ver 

constancia del médico que la examinó previo a su inscripción, expediente civil de adopción, Nº 

7308, fs. 109 y concordantes). Está probado igualmente que en mayo de 1976 se celebró una 

audiencia en los tribunales de menores de San Isidro para que se autorizara a la Sra. de Noble a 

sacar a Marcela Noble del país, autorización que se concedió en esa fecha (fs. 99 y 100 del 

expediente civil referido). Está probado igualmente que en junio de 1976 el tribunal de Menores 

actuante impuso a la menor adoptada por la Sra. de Noble el nombre de Marcela, fijándosele 

como fecha de nacimiento, de acuerdo al examen médico practicado, el día 23 de marzo de 1976 

(fs. 109 del referido expediente). Está probado que el 16 de junio de 1976 la Jefa de Seccional Nº 

1 del Registro Provincial de las Personas remitió al tribunal de Menores el certificado de 

nacimiento y el DNI de Marcela Noble Herrera. Está probado que el 22 de junio de 1976 la Sra. 

de Noble solicitó autorización para viajar con Marcela Noble Herrera a Europa, autorización que 

le fue otorgada con conformidad del asesor de Menores (conf. fs. 115 del citado expediente civil). 

Está probado que el 29 de junio de 1976 le fue expedido a Marcela Noble Herrera su pasaporte. 

También le había sido expedido para esa misma fecha su documento de identidad. Este último 

documento fue aportado a la causa por la defensa de la Sra. de Noble.  Está probado que en 

agosto de 1976 la Sra. de Noble solicitó autorización para trasladarse con su hija Marcela al 

Uruguay, autorización que le fue concedida el 24 de agosto de 1976 con intervención del Asesor de 

Menores (fs. 118 y 119 del citado expediente). Como se ve, simplemente no hay manera de que la 

niña Matilde Lanuscou, bajo la guarda de sus padres biológicos hasta septiembre de 1976, sea en 

verdad Marcela Noble…”. 

 

 Y también expresó que “tampoco hay manera cierta ni objetiva para concluir que Felipe 

Noble Herrera tenga vínculo biológico con la familia García-Gualdero que lo reclama. Recuérdese 

que sólo se sabe que María del Carmen Gualdero fue objeto de un procedimiento a comienzos  de 

junio de 1976, en estado de avanzado embarazo, y con fecha probable de parto el 25 de junio de 

1976. A su vez, el examen médico practicado sobre Felipe Noble Herrera durante los trámites de 

guarda y adopción menciona que, por su peso y características, se está ante un bebé con fecha de 

nacimiento entre el 9 y el 24 de abril de 1976 (ver certificado de fs. 55, expedido por el Dr. 

Evaristo Pedraja, expte. civil 9149/76, tramitado ante el tribunal de Menores de San Isidro). Esta 

fecha, por lo demás, coincide con las manifestaciones de quien dio al bebe en adopción, según la 

audiencia celebrada en los tribunales de San Isidro, hecho corroborado por las funcionarias de ese 

Juzgado, Dra. Susana Alfonso y Sra. Elsa Camaño, las cuales ratificaron en sede penal que la 

efectiva entrega del menor en adopción había tenido lugar, y que ésa fue la fecha alegada de 

nacimiento del menor (manifestaciones de fs. 449/450 y 508 vta.). La sospecha de alguna 

presunta irregularidad surgió del hecho que la mujer que entregó a Felipe Noble en adopción, 

invocó la falsa identidad y suministró un nombre inexistente (el de Carmen Delta). Pero ello no 

puede borrar la circunstancia de que por la misma fecha de nacimiento de Felipe Noble Herrera, 

ocurrida en abril de 1976 según constancia médica, resulta imposible que el bebe que pueda haber 

dado a luz María del Carmen Gualdero a fines de junio de 1976, sea en verdad nuestro asistido.”  
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 Como fácilmente se advierte, estos planteos –que sin excepción se remiten a los respectivos 

expedientes de guarda de los por entonces menores- están exclusivamente destinados a descartar 

la posibilidad de que Marcela sea Matilde Lanuscou y Felipe sea el hijo de María del Carmen 

Gualdero. Sin embargo, nada dicen sobre la hipótesis de la investigación, delimitada por el 

requerimiento de instrucción fiscal: que Marcela y Felipe puedan ser hijos de detenidos-

desaparecidos. 

 

V. LAS “OTRAS” POSIBLES FAMILIAS A LAS QUE PUEDEN PERTENECER 
MARCELA Y FELIPE. 
 

 Como ya se sabe, la única forma fehaciente de determinar si Marcela y Felipe son hijos de 

una pareja de personas desaparecidas forzadamente es a través del entrecruzamiento de su ADN 

con el obrante en el Banco Nacional de Datos Genéticos. Esta indispensable medida ha sido 

rechazada por Marcela y Felipe, así como por la defensa. 

 

 Tal como ya reseñamos, Abuelas de Plaza de Mayo informó (a fs. 158) cuáles eran “los 

grupos familiares que reclaman a menores sustraídos o nacidos en cautiverio durante el año 1976, 

presuntos hijos de víctimas de desaparición forzada de personas, cuyos familiares biológicos 

concurrieron al Banco Nacional de Datos Genéticos”. Pues bien, corresponde actualizar esa 

información, en tanto algunas de esas familias encontraron a los jóvenes que estaban buscando. 

Asimismo, otras familias que acreditaron la desaparición forzada de sus parientes concurrieron a la 

Comisión Nacional por el Derecho a la Identidad, por lo cual no constaban en el informe anterior. 

 

 Así, si se tomará por cierta la fecha de la presunta audiencia en el Tribunal de Menores nº 

1 en la cual Ernestina Herrera de Noble se presentó por primera vez allí con la niña que hoy 

conocemos como Marcela, ésta sería la primera evidencia cierta de la relación entre ambas. En 

consecuencia, podríamos decir que sabemos que el 13 de mayo de 1976 Marcela ya estaba con 

Herrera de Noble. Antes de esa fecha, nada sabemos (pues sus dichos sobre el “descubrimiento” de 

la niña el 2 de mayo junto con dos vecinos fueron rotundamente desmentidos por éstos, no 

habiendo ninguna evidencia de que efectivamente haya sido ése el primer día que estuvo con 

Marcela). Asimismo, el certificado médico que le asigna a Marcela el 23 de de marzo de 1976 

merece ser puesto en duda, a la luz de las numerosas irregularidades ya reseñadas. En 

consecuencia, deben considerarse como posibles grupos familiares vinculados a Marcela todos 

aquellos que buscan a una niña desaparecida forzadamente o nacida durante el cautiverio de su 

madre antes del 13 de mayo de 1976. Ellos son: 

 

1. Hijo/a de GONZÁLEZ MALDONADO – QUEVEDO: 
La pareja fue secuestrada el 1/2/75. El parto se habría producido en Junio de 1975, por lo 
cual la criatura debía tener 11 meses en mayo de 1976. 
Posiblemente se tratara de mellizos. La familia denunció el caso ante la Conadi.  

 
2. Mónica Silvia ALARCON OLIVERA. 
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Se trata de una niña nacida en agosto de 1975, secuestrada junto con sus padres en 
Tucumán, el 26/2/77. En mayo de 1976 tenía 8 meses. La familia denunció el caso ante la 
Conadi. 
 

3. Hijo/a de Olga Cristina GONZÁLEZ y Maurice JEGER. 
La pareja conformada por Olga Cristina González y Maurice Jeger fue secuestrada el 
8/7/75 en Tucumán. Olga estaba embarazada de entre 4 y 6 meses. En consecuencia, en 
mayo de 1976 el niño o niña tendría entre 5 y 7 meses. Maurice Jeger fue visto en el centro 
clandestino de detención conocido como "La Escuelita de Famailla”. La familia denunció 
el caso ante Abuelas de Plaza de Mayo. 

 
4. Hijo/a de Mónica Roxana CHERTKOFF. 

Se trata de una mujer que fue secuestrada el 25/8/75, cuando estaba embarazada de 3 
meses. Su cuerpo fue hallado el 12/4/76 sobre la ruta 20, en Córdoba. La pericia indicó 
que su asesinato se había producido un mes antes. Sus restos fueron recuperados por sus 
familiares el 14/4/76. En mayo de 1976 su hijo/a tendría 3 meses. La familia denunció el 
caso ante Abuelas de Plaza de Mayo. 
 

5. Hija de Amalia Clotilde MOAVRO y Héctor Mario PATIÑO. 
Se trata de una pareja secuestrada el 4/10/75 en San Miguel de Tucumán, cuando Amalia 
estaba embarazada de 3 meses y medio. Fueron vistos en  el centro clandestino de 
detención conocido como "La Escuelita de Famailla”. Según testimonios, Amalia dio a luz 
a una niña en marzo de 1976. Adviértase que se trata de la misma fecha de parto alegada 
por la defensa para Marcela Noble. La familia denunció el caso ante Abuelas de Plaza de 
Mayo. 

 
6. Hijo/a de Marta Graciela ÁLVAREZ y Hugo Francisco MENA. 

Un operativo represivo asesinó a Hugo y secuestró a Marta el 19/4/76, quien estaba 
embarazada de entre 7 y 9 meses. Se estima que dio a luz entre abril y junio de 1976, en 
alguno de los centros clandestinos de detención que funcionaban en la guarnición militar 
de Campo de Mayo. La familia denunció el caso ante Abuelas de Plaza de Mayo. 

 
7. Hijo/a de Carmen Berta TORRES. 

Carmen fue secuestrada el 28/4/76 en Salta, cuando ya tenía un embarazo avanzado, por 
lo que se estima que el parto fue en el mismo mes de abril. La familia denunció el caso 
ante la Conadi. 

 
8. Hijo/a de ZELARAYAN-GARCIA. 

Se trata de una pareja secuestrada en Tucumán el 17/2/76, cuando la mujer llevaba 6 
meses de embarazo aproximadamente. Se estima que dio a luz en mayo de 1976. La 
familia denunció el caso ante Abuelas de Plaza de Mayo. 

 
Asimismo, también merecen ser considerados los casos de las mujeres embarazadas 

desaparecidas forzadamente que tenían una fecha de parto estimada para junio o julio de 1976, 
ante la posibilidad de que hubieran dado a luz antes de ese tiempo (es decir, que tuvieran hijos 
“sietemesinos”), o bien de que no fuera cierta la fecha que se consignó en el acta de la declaración 
testimonial de Ernestina Herrera de Noble.  Los casos son: 
 

9. Hijo/a de PARODI –OROZCO. 
Se trata de una pareja secuestrada el 26/3/76, en Córdoba, cuando la madre llevaba un 
tiempo estimado de embarazo de 6 meses y medio. Fueron vistos en el centro clandestino de 
detención conocido como “La Perla”. El parto se habría producido en junio de 1976. La 
familia denunció el caso ante la Conadi. 
 
10. Hijo/a de Rosa Ceferina LOPEZ. 
Rosa fue secuestrada en Tucumán el 26/2/76, cuando llevaba un embarazo estimado de 5 
meses. El parto habría sido en junio de 1976. La familia denunció el caso ante la Conadi. 
 
11. Hijo/a de ROJAS-SGARBOSSA. 
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Se trata de una pareja secuestrada el 29/12/75, cuando la madre tenía un embarazo de 2 
meses. Se estima que el parto se produjo en julio de 1976. La familia denunció el caso ante la 
Conadi. 
 
12. Hijo/a de Nilda Mabel BOCA. 
Se trata de una mujer secuestrada el 18/3/76 en Escobar, cuando tenía un embarazo estimado 
de 5 meses. Se estima que el parto se produjo en julio de 1976. La familia denunció el caso 
ante la Conadi. 
 
 

Idéntico análisis corresponde realizar con respecto a Felipe: si se toma por cierta la fecha en la 

que supuestamente una persona que dio el nombre de “Carmen Luisa Delta” se presentó en el 

Tribunal de Menores nº 1 manifestando su voluntad de dar en adopción al niño que dijo haber 

parido, el día del primer vínculo conocido entre Herrera de Noble y Felipe sería el 7 de julio de 

1976. Por ende, deben considerarse como posibles grupos familiares vinculados a Felipe todos 

aquellos que buscan a una niño desaparecido forzadamente o nacido durante el cautiverio de su 

madre antes del 7 de julio de 1976. Ellos son: 

 

1. Hijo/a de Mónica Roxana CHERTKOFF. 
Con respecto a la información del caso, nos remitimos a lo ya relatado en relación a Marcela. 
 
2. Carlos Osvaldo WOODLEY. 
Se trata del hijo de María Cristina Azoukar y Rubén Omar Woodley, nacido el 8 de julio 1975. 
Desde el año 1976 la pareja y su pequeño hijo vivían en Capital Federal. El 20 de marzo de 
1976 fuerzas de seguridad, que se presentaron vestidos de civil en el hotel en el que vivían, 
secuestraron a la madre y a Carlos, que por entonces tenía 8 meses. En julio de 1976 Carlos 
cumplía un año. La familia denunció el caso ante Abuelas de Plaza de Mayo. 

 
3. Hijo/a de Marta Graciela ÁLVAREZ y Hugo Francisco MENA. 
Con respecto a la información del caso, nos remitimos a lo ya relatado en relación a Marcela. 
 
4. Hijo/a de Carmen Berta TORRES. 
Con respecto a la información del caso, nos remitimos a lo ya relatado en relación a Marcela. 
 
5. Pablo Germán ATHANASIU LASCHAN.  
Se trata del hijo de Frida Elena Laschan Mellado y Angel Athanasiu Jara, nacido el 29 de 
octubre de 1975. El 15 de abril de 1976 el matrimonio y su hijo fueron secuestrados en un 
operativo que fuerzas de seguridad realizaron  en el hotel donde vivían en Capital Federal. En 
julio de 1976 Pablo tendría 8 meses. La familia denunció el caso ante Abuelas de Plaza de 
Mayo. 
 
6. Hijo/a de ZELARAYAN-GARCIA. 
Con respecto a la información del caso, nos remitimos a lo ya relatado en relación a Marcela. 
 
7. Hijo/a de PARODI –OROZCO. 
Con respecto a la información del caso, nos remitimos a lo ya relatado en relación a Marcela. 
 
8. Hijo/a de Rosa Ceferina LOPEZ. 
Con respecto a la información del caso, nos remitimos a lo ya relatado en relación a Marcela. 
 
9. Hijo/a de ROJAS-SGARBOSSA. 
Con respecto a la información del caso, nos remitimos a lo ya relatado en relación a Marcela. 
 
10. Hijo/a de Nilda Mabel BOCA. 
Con respecto a la información del caso, nos remitimos a lo ya relatado en relación a Marcela. 
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Asimismo, también merecen ser considerados los casos de las mujeres embarazadas 

desaparecidas forzadamente que tenían una fecha de parto estimada para julio o agosto de 1976, 
ante la posibilidad de que hubieran dado a luz antes de ese tiempo (es decir, que tuvieran hijos 
“sietemesinos”), o bien de que no fuera cierta la fecha que se consignó en el acta de la declaración 
testimonial adjudicada a “Carmen Luisa Delta”.  Los casos son: 
 

11. Hijo/a de Beatriz Haydee NEUHAUS y Juan Francisco MARTINIS. 
Se trata de una pareja secuestrada 29/4/76 en Ramos Mejía, cuando Beatriz tenía un 
embarazo estimado de 4 meses. El mes estimado de parto era agosto de 1976. La familia 
denunció el caso ante Abuelas de Plaza de Mayo. 

 
12. Hijo/a de María Ester PERALTA y Oscar Alfredo ZALAZAR. 
Se trata de una pareja secuestrada el 29/4/76, en el barrio porteño de Barracas, cuando 
María llevaba un embarazo estimado entre 5 y 7 meses. El cuerpo de Oscar fue 
encontrado en la vía pública el 6/5/76 tras un simulacro de fusilamiento. María fue vista en 
el centro clandestino de detención que funcionaba en el Comisaría 44 de Liniers. El mes 
estimado de parto era agosto de 1976. La familia denunció el caso ante Abuelas de Plaza 
de Mayo. 

 
13. Hijo/a de OCHOA-RACEDO. 
Se trata de una pareja secuestrada el 30/05/76 en Tucumán, cuando la madre tenía un 
embarazo estimado de 6 o 7 meses. El mes estimado de parto era agosto de 1976. La 
familia denunció el caso ante la Conadi. 

 
14. Hijo/a de Gloria SILVA BLANCO. 
Se trata de una mujer secuestrada el 2/5/76, en Villa Martelli, cuando tenía un embarazo 
estimado de 6 meses. El mes estimado de parto era agosto de 1976. La familia denunció el 
caso ante la Conadi. 

 
15. Hijo/a de ABDALA-VIVANCO. 
Se trata de una pareja secuestrada el 8/7/76 en Tucumán, cuando la madre tenía un 
embarazo estimado de 8 meses. El mes estimado de parto era agosto de 1976. La familia 
denunció el caso ante la Conadi. 

 
16. Hijo/a de PÉREZ – ASTORGA. 
Se trata de una pareja secuestrada el 9/3/76 en Tafí Viejo, cuando la madre tenía un 
embarazo estimado de 3 meses. El mes estimado de parto era septiembre de 1976. La 
familia denunció el caso ante la Conadi. 

 

17. Hijo/a de SCIUTTO-DUCLOS. 
Se trata de una pareja secuestrada 26/2/76, cuando la madre tenía un embarazo estimado 
en uno o dos meses. La familia denunció el caso ante la Conadi. 

 

18. Hijo/a de Francisca Delicia TORRES. 
Se trata de una mujer secuestrada el 9/3/76 en Salta, cuando llevaba un embarazo 
estimado de 2 o 3 meses. La familia denunció el caso ante la Conadi. 

 
 
VI. CONCLUSIÓN Y PETITORIO. 

 

 Como ya adelantamos, es posible que tanto Marcela como Felipe guarden vínculo 

biológico con los grupos familiares reseñados en el apartado anterior. El detalle de sus casos debe 

ser considerado como información que precisa y delimita la denuncia oportunamente formulada 

por Estela Barnes de Carlotto, en carácter de Presidenta de esta Asociación, así como que actualiza 

el informe remitido a fs. 158. 
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Por ello, solicitamos que, más allá de la medida de prueba dispuesta y pendiente de realización 

en relación con  los grupos familiares Lanuscou-Miranda y García Gualdero, se ordene un peritaje 

genético que permita comparar si en realidad Marcela y Felipe Noble Herrera son los jóvenes hijos 

de personas desaparecidas que están buscando los grupos familiares mencionados en el apartado V 

de este escrito. En este sentido, solicitamos que de acuerdo a lo dispuesto en la ley 23.511 y en el 

Código Procesal Penal de la Nación, la medida de prueba se lleve a cabo en el Banco Nacional de 

Datos Genéticos. 

 

     Proveer de conformidad, 

     SERÁ JUSTICIA. 

 
  


